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Garantizando la seguridad jurídica: claves para la 
implementación del derecho a una vivienda adecuada

Guaranteeing legal security: keys to the implementation of the right to adequate housing

Idarmis Knight Soto1

Marla Iris Delgado Knight2

Resumen: La vivienda adecuada como derecho debe estar enlazada a partir de las realidades sociales, 
a su garantía, como un fin para cuya consecución y protección constitucional exige de la seguridad 
jurídica, con valor de justicia, referida a la previsibilidad, estabilidad y confianza, es decir, un bien 
merecedor de protección para su implementación bajo el imperio de la ley. 
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Abstract: Adequate housing as a right must be linked to social realities, to its guarantee, as an end 
for whose achievement and constitutional protection requires legal security, with the value of justice, 
referring to predictability, stability and trust, that is, that is, an asset deserving of protection for its 
implementation under the rule of law.
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1. Introducción 

Definir la seguridad jurídica es difícil, pero su concepto nos endereza a la idea de que ha de ser 
posible prever razonablemente con suficiente precisión, y sin sorpresivas irrupciones, cuáles han 
de ser las conductas de los operadores gubernamentales y de los particulares en el marco estable 
del ordenamiento jurídico, así como contar con adecuada protección frente a la arbitrariedad y a 
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las violaciones de ese mismo orden jurídico3. 

La noción subjetiva de la seguridad jurídica concibe a esta como conocimiento del derecho por 
parte de sus destinatarios, por ello el respeto a la dignidad humana como paradigma de estos tiem-
pos debe actuar de forma estable y equilibrada para preservar los intereses del individuo4. Su plexo 
valorativo produce certeza y confianza a los ciudadanos, pues constituye un valor protegido por el 
Estado para garantizar los derechos de las personas, en el contenido de los actos del poder público. 

Resulta evidente reconocer el derecho a la vivienda adecuada en las distintas Convenciones In-
ternacionales, las cuales han sido recepcionadas en el derecho interno de cada Estado, y su univer-
salidad, interdependencia e indivisibilidad, igualdad y no discriminación; operan como condiciones 
mínimas para resguardar la dignidad humana en todo momento y en cualquier espacio.

Junto a lo anterior, cabe mencionar la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, artículos XI y XXIII, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 26. 
También lo enuncian algunos textos especializados: la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer, artículo 14.2; la Convención sobre los Derechos del 
Niño, artículo 27.1, asimismo, los incisos 2 y 3; la Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación Racial, artículo 5.e.iii; y Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad, artículo 28.1, asimismo, el inciso 2.d y el artículo 9.a. 

Respecto de los trabajadores, se suman, en general, la recomendación 115 sobre la vivienda de 
los trabajadores de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), Convenio 97, revisado en 1949 
(OIT, artículo 6.1.a.iii), y la recomendación 151 OIT, artículo 2.i, C82, adoptado el 11 de julio de 
1947, que entró en vigor el 19 de junio de 1955; la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, 
aprobada por la Asamblea General en su resolución 41/128 de 4 de diciembre de 1986, artículo 
8, párrafo 1; la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales, artículos 5 y 6; y, en orden 
a los migratorios, la Convención Internacional  sobre la Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores migratorios y de sus familiares, artículo 43.1.d. Particular atención ha despertado el 
caso de las formas de las personas desplazadas y refugiadas, lo cual guarda relación con los patri-
monios de reposición de viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas desplazadas 
llamados Principios Pinheiro5. 

Además, la Convención sobre los Pueblos Indígenas y Tribales C169, adoptado el 27 de junio 
de 1989, que entró en vigor el 5 de septiembre de 1991; el Convenio sobre los servicios de salud 

3  Bidart (2003), p. 12.
4  Knight, Delgado, Zamrano y Gálvez (2023), p. 39.
5  Martínez y Pérez (2012), p. 117.
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en el trabajo, C161, adoptado el 25 de junio de 1985; el Convenio relativo a las normas y obje-
tivos básicos de la política social, C117, adoptado el 22 de junio de 1962, que entró en vigor el 
23 de abril de 1964; el Convenio relativo a las condiciones de empleo de los trabajadores de las 
plantaciones, C110, adoptado el 24 de junio de 1958, que entró en vigor el 22 de enero de 1969, 
artículo 27.3; la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la jurisdicción 
constitucional que no escapa de controversia, por la disponibilidad de los recursos financieros de 
los Estados y su interrelación  con otros derechos6.

En este sentido, la interpretación de los derechos debe responder al principio de interpretación 
más favorable para su ejercicio, o, por utilizar el aforismo romano, la interpretación debe realizarse 
de acuerdo con el principio pro libertate. Este principio deriva de esa posición básica del intérprete 
de los derechos fundamentales como elemento estructural del ordenamiento y como valor funda-
mental del Estado de derecho7.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos reconoce que: “Toda persona tiene derecho 
a un nivel de vida adecuada que le asegure, así como a su familia, la salud, el bienestar, y en especial 
la alimentación, el vestido, la vivienda […]”8.

La vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel de vida adecuada cons-
tituye una de las condiciones sociales básicas que determinan la igualdad y la calidad de vida de 
personas y ciudades. Factores como el lugar donde se ubican las viviendas, su diseño y calidad 
constructiva, entrelazadas con otros aspectos como el ambiental, social, cultural y económico, in-
fluyen en el diario vivir de las personas, su salud, seguridad y calidad de vida9. 

El estudio del derecho a una vivienda adecuada resulta amplio, pues su concepto jurídico es 
indeterminado y está vinculado a las diversas realidades del contexto donde se utilice, ya sea en el 
sector económico, social o financiero. En este sentido, queda claro que a la hora de definir la vivienda 
en el derecho debe tenerse en cuenta también los aspectos psicológicos, culturales y emocionales 
acorde a la realidad, identificados por los estándares internacionales que determinan el contenido 
del derecho a la vivienda adecuada10.

Derecho a una vivienda digna, derecho a una vivienda adecuada, derecho a la propia casa, derecho 
a un albergue, derecho a un refugio, derecho a la tierra, derechos habitacionales, derecho a un hábitat 
seguro o derecho a la ciudad, son algunas expresiones utilizadas de forma indistinta para indicar la 

6  T-246 de 2023, T-049 de 2009.
7  López (2014), p. 137.
8  Vid. artículo 25. 
9  Moreno (2008), pp. 47-54. 
10  Ponce de León (2023), p. 35.
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posición central de la vivienda como objeto de derechos humanos, sin embargo, el punto análogo 
se establece en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, instrumento 
que literalmente reconoce el derecho a una vivienda “adecuada”.

La configuración jurídica del derecho a la vivienda adecuada como derecho fundamental ha sido 
delimitada también por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: “[…] el derecho 
a la vivienda se debe garantizar a todos, sean cuales fueran sus ingresos o su acceso a recursos 
económicos y los Estados partes deben tomar todas las medidas que sean necesarias para lograr la 
plena realización de este derecho”11.

La igualdad se alza como derecho del deber ser en la interconexión del derecho a la vivienda 
con otros derechos, se colige un esquema bidimensional que interrelaciona al Estado y a la familia 
en un evidente límite de actuación para la debida protección de sus derechos fundamentales12. Hay 
una pregunta que en esta materia siempre nos hacemos: ¿por qué proteger la vivienda familiar? 
Es un patrimonio al servicio de la familia, es considerado un bien familiar más que patrimonial, a 
favor del grupo de personas que conforman la familia. La especial protección se asienta en el objeto, 
con independencia de quién es el titular de la propiedad. Para su comprensión hay que romper con 
esquemas patrimoniales puros y tejer soportes materiales en correspondencia con la protección 
constitucional que abraza a la familia y a la función social de la propiedad13. 

Esta conexión entre el derecho a la vivienda y otros derechos sociales y civiles clásicos hace que 
el carácter “digno y adecuado” de la misma deba definirse a partir de su relación con el resto de 
los derechos tutelados por el ordenamiento jurídico14.

El derecho humano a una vivienda adecuada es el derecho de todo hombre, mujer joven o niño 
a tener un hogar y una comunidad seguros en que puedan vivir en paz y dignidad15. A nuestro 
juicio es algo más: es el acceso efectivo como necesidad cardinal del individuo que conecta con 
otros derechos, bajo los principios de igualdad, seguridad jurídica y buena fe, como fin del Estado, 
a decir, el derecho a la vida, a la salud, a la participación política, al honor o a la intimidad. 

La postura del juez Cancado Trindade anotó sobre este particular, al votar en la sentencia Acosta 
Calderón vs. Ecuador de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que la mejor hermenéutica 
en materia de protección de derechos humanos es la que relaciona los derechos protegidos entre 
sí, indivisibles que son, y no la que busca inadecuadamente desagregarlos uno del otro, fragilizando 

11  Dictamen del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
12  Soto (2015), p. 99.
13  Fernández y Delgado (2022), p. 197.
14  González (2013), p. 45.
15  Rajagopal (2001), p. 21.
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indebidamente las bases de protección16.

El “vivir” supone un hecho más amplio que el mero existir o subsistir, puesto que la dignidad 
de la persona —noción central de los derechos humanos— así lo exige. De aquí la importancia de 
todos los elementos que conforman la “vida” —vida digna—, entre los que se encuentra la vivien-
da17. Ante ello, la pregunta es: ¿cuáles son los estándares interpretativos para la implementación del 
derecho a una vivienda  adecuada? La hipótesis se relaciona con la construcción de estándares de 
interpretación para la implementación del derecho a la vivienda adecuada, para que su acceso se 
realice con seguridad jurídica, la cual, en su dimensión pública, se construye a partir de su inter-
pretación y proyección hacia todo el ordenamiento jurídico como referente de actuación para los 
poderes públicos, a quienes corresponde su salvaguarda.

El objetivo general de este trabajo se encuentra encaminado a argumentar de forma somera la 
construcción de estándares de interpretación para la implementación del derecho a la vivienda 
adecuada, cuyo acceso sea con seguridad jurídica.

Los métodos utilizados para elaborar el trabajo han sido el teórico-jurídico, a través del cual 
logramos la conformación del basamento teórico doctrinal para conocer los estándares de interpre-
tación para la implementación del derecho a la vivienda adecuada; también el sistémico-estructu-
ral-funcional, cardinal para lograr una mirada integral al acceso del derecho a la vivienda adecuada 
con seguridad jurídica; y el hermenéutico, para interpretar las disposiciones jurídicas que abordan 
el tema, tanto desde el punto de vista teórico como a través de jurisprudencia y leyes especiales que 
contemplan el contenido derecho a una vivienda adecuada con seguridad jurídica. 

El artículo se estructura en una primera parte referida a la seguridad jurídica del derecho a 
una vivienda adecuada, en tanto fundamento de su razón de ser como valor jurídico, que permite 
la realización de garantías básicas de este derecho, al establecer un mínimo jurídico revestido de 
condiciones de exigibilidad que lo dotan de certeza y permite su validez; y una segunda, sobre las 
pautas interpretativas para la implementación del derecho a una vivienda adecuada, a partir de las 
diferentes posiciones teóricas doctrinales, alineando la esencia del contenido a su realización pro-
gresiva como derecho humano. Finalmente, las conclusiones van encaminadas a reconocer que el 
derecho a la vivienda adecuada cuenta con límites a los poderes públicos desde la Constitución y su 
valor social de satisfacer la necesidad humana de disponer un lugar, sea propio o ajeno, entendida 
la seguridad jurídica como garantía al nivel de vida adecuada como obligación de los Estados de 
cara a impulsar los compromisos contraídos para alcanzar su progresividad.

16  Gialdino (2013), pp. 44-67.
17  Ferrando (1992), p. 322.
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2. La seguridad jurídica del derecho a una vivienda adecuada:  
fundamento de su razón de ser como valor jurídico

Cualquier análisis sobre las implicaciones de la seguridad jurídica debe entonces partir de la con-
sideración de que se trata de un valor en la medida en que es un instrumento para la consecución 
de otros fines que consideramos valiosos: en términos individuales, el desarrollo de la autonomía 
personal; y en términos sociales, el formar parte del entramado institucional que posibilita el desa-
rrollo de los derechos humanos, o, dicho de otro modo, el desarrollo de la justicia. Se trata, además, 
de un instrumento que podemos considerar “necesario”, pues no resulta fácilmente sustituible (al 
menos de momento no contamos con una alternativa que proporcione un nivel similar de previsi-
bilidad, a igual o menor coste en términos de otras exigencias valorativas)18.

La seguridad, fundamento de su razón de ser como valor jurídico, permite “establecer ese clima 
cívico de confianza en el orden jurídico, fundada en pautas razonables de previsibilidad, que es 
presupuesto y función de los Estados de Derecho”19, el derecho se convierte por tanto en uno de 
esos instrumentos del que se vale la seguridad, se transmuta en seguridad jurídica puesto que el  
derecho brinda conceptos, categorías e instituciones jurídicas, que pretende a través de estos brindar 
protección a los derechos y al patrimonio que uno va adquiriendo20. 

A esta interconexión se ha referido el Tribunal Constitucional al señalar que la seguridad jurídica 
“es suma de certeza y legalidad, jerarquía y publicidad normativa, irretroactividad de lo no favorable, 
interdicción de la arbitrariedad […], la seguridad jurídica es la suma de esos principios, equilibrada 
de tal suerte que permita promover en el orden jurídico, la justicia y la igualdad en libertad […]”21. 
Seguridad de la tenencia, disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura, gas-
tos soportables, habitabilidad, asequibilidad, lugar y adecuación cultural22, constituyen elementos a 
tener en cuenta para interpretar el derecho a una vivienda adecuada, hallar los medios de realizar 
este derecho constituye el arte.

En consecuencia, no podemos quedarnos solo en el análisis formal de este principio del derecho; 
la valoración jurídica resulta un elemento material pero necesario. Entonces, al hablar de seguridad 
del derecho a una vivienda adecuada debe referirse a “la necesaria concomitancia entre los hechos 
sociales, las normas y los valores que integran la experiencia jurídica”23. Es decir, la garantía (o el 
conjunto de garantías) que el Estado brinda para el goce de este derecho.

18  Lifante (2013), p. 87.
19  Rosado (2007), p. 84.
20  Cervantes (2020), p. 167.
21  Sentencias 109/1987, 126/1987, 188/1988, 100/1989, 61/1990 y 167/1990.
22  Observación núm. 4, párrafo 8.
23  Cossio (2020), p.37
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El reconocimiento constitucional en muchos países del continente24 y específicamente en la pro-
puesta, bases y aportes para una “Constitución de América Latina y del Caribe”, en su artículo 87 
trata sobre el derecho a la vivienda adecuada, representando el respeto a la dignidad humana como 
paradigma de estos tiempos25. En este sentido, los preceptos constitucionales cumplen funciones 
orientadoras, informadoras y críticas en el ordenamiento para la interpretación de  este derecho, 
sustentándose en la axiología necesaria para las buenas prácticas en función del ser social.

La seguridad jurídica constituye una institución del derecho que permite la realización de ga-
rantías básicas de este derecho, al establecer un mínimo jurídico revestido de condiciones de exi-
gibilidad, que lo dotan de certeza y permite su validez. Es un fin del derecho, en tanto medio que 
permite efectivizar otras garantías y bienes jurídicos; pero no un valor autónomo en sí mismo, dado 
que es el medio por el cual se expresan garantías jurídicas de ciertos valores materiales.

Resulta loable señalar, además, que la seguridad jurídica en su dimensión pública se erige como 
uno de los principios y valores troncales de un Estado de derecho, que se proyecta hacia todo el 
ordenamiento y se constituye como referente de actuación para los poderes públicos, a quienes 
corresponde su salvaguarda. Sin embargo, no puede olvidarse en este contexto su arista privada, 
que tiene lugar en el ámbito de las relaciones entre particulares y afecta al tráfico jurídico en gene-
ral y, concretamente, al derecho de una vivienda adecuada, por lo que se consagra, también, como 
garantía de los derechos del individuo.

Solo en un ordenamiento en el que la seguridad jurídica sea un principio predominante pueden 
los ciudadanos defender adecuadamente sus intereses y derechos. Este principio puede en ocasiones 
pugnar con el valor material de la justicia. En efecto, la seguridad jurídica exige a veces fijar límites 
y exigencias que, aun siendo razonables, pueden ser desigualdades entre los sujetos que cumplen 
con tales requisitos y exigencias y quienes no lo hacen. Habrá de ser una razonable ponderación, 
en el caso concreto entre el principio de seguridad jurídica y el valor de justicia, el criterio que 
determine hasta qué punto debe prevalecer uno u otro26.  

Atendiendo a lo expuesto con anterioridad, el íter del derecho a la vivienda adecuada, la calidad 
de vida urbana y la sostenibilidad social dependen en gran medida de la “capacidad del gobierno 
local para planificar, estructurar y controlar el territorio de la ciudad para implementar políticas y 
monitorear el cumplimiento de la regulación urbana, así como su capacidad para invertir en vivienda, 

24  Artículo 30, Constitución de Ecuador; artículo 19.1, inciso segundo, Constitución de Bolivia; artículo 45, Constitución de 
Uruguay; artículo 82, Constitución de Venezuela; artículo 110, Constitución de Paraguay; artículo 51, Constitución de Colombia; 
artículo 4, Constitución Política de los Estados Mexicanos; artículo 64, Constitución Política de la República de Nicaragua; y artículo 
30, Constitución Política de la República de Chile. 
25  Knight y Delgado (2023), p. 204.
26  López, Espín, Pérez y Satrústegui (2016), p. 57.
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equipamiento, servicios e infraestructura urbana”. La función reguladora desde los principios de 
igualdad y calidad de vida de las personas, en congruencia27 para delimitar el contenido del dere-
cho a una vivienda adecuada, se debe concretar como finalidad específica el núcleo indisponible de 
esos derechos y, por tanto, su función impone barreras al legislador, por ser asumidos con carácter 
absoluto como expresión de la conciencia jurídica de respeto a tales intereses.

Díez-Picazo28 plantea que uno de los problemas que con mayor intensidad y hondura preocupa 
a la ciencia jurídica contemporánea es el de la intervención del Estado en el derecho patrimonial. 
Una de las ideas erróneas más frecuentes sobre el derecho a la vivienda adecuada exige que el Estado 
las construya para toda la población y, por ende, quienes carezcan de ellas puedan automáticamente 
solicitarlas. Es cierto que los gobiernos participan en alguna medida en la construcción de viviendas, 
pero evidentemente el derecho a un inmueble adecuado no obliga al gobierno a construir el parque 
de viviendas para toda la nación, sino que su labor pública está dirigida a proveer de las formas de 
acceso para alcanzar el derecho.   

La configuración jurídica de los elementos comunes que integran el derecho a una vivienda ade-
cuada supone fijar previamente los presupuestos condicionados por las vías que ofrece el legislador, 
sin salirse del ámbito “[…] de la legalidad y la imperatividad de sus normas, siempre que se esté en 
su supuesto de hecho”29. Así pues, el concepto de adecuación es particularmente significativo en 
relación con el derecho a la vivienda, puesto que sirve para subrayar una serie de factores que hay 
que tener en cuenta al determinar si cierta forma de vivienda se puede considerar que constituye 
una “vivienda adecuada”. Aun cuando la adecuación viene determinada en parte por factores so-
ciales, económicos, culturales, climatológicos, ecológicos y de otra índole30, que derivan derechos. 
Esta obligación de avanzar implica cierta gradualidad y no regresividad en la satisfacción de tales 
derechos, junto a la idea de progreso en el sentido de que el Estado debe mejorar las condiciones 
de su ejercicio31. 

Si bien el principio de la confianza legítima se encuentra ligado a la buena fe y a la seguridad 
jurídica, estos principios deberán llevar intrínsecos dos elementos  esenciales como lo son la lealtad 
y la transparencia, en el sentido en que implica relacionar los aspectos  relevantes en la relación 
jurídica existente entre las partes y determinar sus conductas; en cuanto a la lealtad, busca la no 
violación de las promesas ni de los actos originarios que dieron lugar a la relación jurídica, y además 
invoca a que los actos posteriores le sean coherente y armónicos32.

27  Fernández (2020), p. 30.
28  Díez-Picazo (1956), pp. 85-86. 
29  Serrano de Nicolás (1997), pp. 10-26.
30  Kothari, A/HRC/4/18 (2007).
31  Abramovich (2004), p. 23.
32  Vianas (2007), pp. 40-46
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Al respecto, vale señalar pronunciamientos jurisprudenciales en una  sentencia dialógica sobre 
el principio de confianza legítima al plantear “contravenir sus actuaciones precedentes y defraudar 
las expectativas que generan en los demás, a la vez que compelen a las autoridades y a los particu-
lares a conservar una coherencia en sus actuaciones, un respeto por los compromisos adquiridos y 
una garantía de estabilidad y durabilidad de las situaciones que objetivamente permitan esperar el 
cumplimiento de las reglas propias del tráfico jurídico”33.

La coherencia jurídica34 no ha de concebirse como técnica de adecuación de comportamientos 
normativos atribuibles como parámetro de responsabilidad, ha de ser valorada, además, como coro-
lario de la unidad del derecho. Para ello son importantes en el análisis del derecho a una vivienda 
adecuada las políticas de regeneración urbana, bajo el principio constitucional de igualdad35 y no 
discriminación, auténticos derechos de los ciudadanos y límites a los poderes públicos; de ahí su 
carácter genérico, pues no se viola la igualdad en abstracto, sino en relación con la regulación, 
aplicación o ejercicio de cualquier derecho reconocido en la Constitución. 

En este sentido, los supuestos de hecho que, por ser diferentes, requieren también de un trato 
distinto, no pueden entenderse como violación del principio de igualdad entre quienes se hallan 
en situaciones diferentes; resulta claro evitar cualquier discriminación por circunstancia personal 
o social, como podrían ser la discapacidad o la orientación sexual.

Dos consecuencias derivan inexorablemente de tal perspectiva: que la responsabilidad es un 
principio general de derecho y que su alcance no admite exclusiones. De este modo, el Estado 
constitucional de derecho expresa una fórmula cuyo elemento medular consiste en una concepción 
instrumental de las instituciones al servicio de los derechos fundamentales36, como ideal común a 
defender con carácter necesario y sistémico, pues de nada serviría reconocer un derecho humano 
a la vivienda adecuada si no se le ofreciera la oportunidad a los ciudadanos de acceder a ella en 
consonancia con el compromiso establecido en Hábitat III37 por los Estados.

En este contexto se inscribe una gobernanza multinivel inclusiva e innovadora que libera el 
potencial de los territorios urbanos para “no dejar a nadie atrás”. La gobernanza urbana es el hilo 
conductor que une todos los indicadores del Objetivo de Desarrollo Sostenible 11, mientras que 
las alianzas multinivel y multiactores alimentan la dimensión urbana de todos los objetivos, de 
manera que los derechos vincularían a los ciudadanos y a los poderes públicos en la medida que 
estuvieran definidos el alcance de ellos en el derecho interno, lo cual correspondería al legislador 

33  Sentencia T-248-22 (2008).
34  Knight y Delgado (2019), p. 210.
35  Vid. artículo 42 de la Constitución de la República de Cuba.  
36  Carbonell (2007), pp. 72 y 73.
37  Apartado 31.	
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concretar su eficacia.

Para conseguir ciudades y comunidades sostenibles se hace necesario reforzar los marcos po-
líticos, jurídicos e institucionales, así como el apoyo financiero a nivel local. Esto no se encuentra 
explícito en los indicadores del Objetivo de Desarrollo Sostenible 11, pero es, sin embargo, esencial 
para lograr su implementación. 

La consideración de la dimensión urbana de los Objetivos de Desarrollo Sostenible representa 
una oportunidad para renovar el diálogo, establecer nuevos mecanismos de gobernanza, crear 
las condiciones para liberar el potencial de las ciudades, y asegurar que la financiación pública y 
privada sea canalizada hacia un desarrollo urbano sostenible. Por todo ello es preciso asegurar la 
cooperación e interrelación entre los responsables de las administraciones locales y de las empresas 
de servicios, así como promover y fomentar una infraestructura que contribuya a la configuración 
de una vivienda adecuada.

La vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel de vida adecuada cons-
tituye una de las condiciones sociales básicas que determinan la igualdad y la calidad de vida de 
personas y ciudades38. Factores como el lugar donde se ubican las viviendas, su diseño y calidad 
constructiva, entrelazadas con otros aspectos como el ambiental, social, cultural y económico, in-
fluyen en el diario vivir de las personas, su salud, seguridad y calidad de vida39. 

En Cuba este derecho se regula en el artículo 71 de la Constitución de la República, comple-
mentada por la Ley N.º 45, Ley del Ordenamiento Territorial y Urbano y la Gestión del Suelo40, 
y la Ley N.º 65, Ley General de la Vivienda41. También el Acuerdo 9009 de 2021 del Consejo de 
Ministros prioriza la asignación de viviendas y recursos financieros para la construcción, rehabi-
litación, conservación y ampliación de viviendas a las madres, padres o tutores legales que tengan 
bajo su guarda y cuidado tres o más hijos de hasta 17 años, y a las parejas jóvenes con uno o más 
hijos que presenten problemas habitacionales; y el Acuerdo 9072 de 2021 de Consejo de Ministros 
que aprueba el “[r]eglamento para el otorgamiento de subsidios a personas naturales interesadas en 
realizar acciones constructivas en su vivienda”.

Cabe advertir que el Plan de Acción Nacional (PAN) de Cuba es un plan de Estado para la im-
plementación de la Nueva Agenda Urbana (NAU), que evidencia el compromiso asumido por el 
Gobierno cubano cuando respaldó la Declaración de Quito sobre ciudades y asentamientos humanos 

38  Inserguet-Brisset (2010), p. 30.  
39  Moreno (2008), pp. 47-54. 
40  Vid. artículo 7.
41  Vid. artículos 2 y 3.
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sostenibles para todos en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo 
Urbano Sostenibles (Hábitat III). Entre sus ejes estratégicos, se destaca el eje de vivienda.

No obstante a lo anteriormente planteado, la norma constitucional es de aplicación directa, 
por lo que no necesariamente requiere de otras disposiciones que la desarrollen; pese a todos los 
esfuerzos realizados, todavía no está resuelto el tema de la vivienda.

Ciertamente, el contenido del derecho a la vivienda adecuada se organiza con carácter per se 
según la voluntad del Estado, teniendo en cuenta los límites de la Constitución, donde no basta 
solamente la efectividad mediante programas de construcción, rehabilitación y conservación de 
viviendas, con la participación de entidades y de la población, en correspondencia con las políticas 
públicas, las normas de ordenamiento territorial urbano y las leyes42, sino también con el acceso 
y las formas de tenencias en determinado contexto económico-social; y es que la preeminencia de 
la Constitución no se limita a ostentar un rango formal, pues influye de diversas maneras en el 
propio contenido y valor.

El derecho a la vivienda adecuada no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo que 
lo equipare, por ejemplo, con el cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima 
de la cabeza o que lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más bien 
como el derecho a vivir con seguridad, por estar vinculado a otros derechos humanos

2.1 Pautas interpretativas para la implementación del derecho a una vivienda adecuada

Desde la perspectiva de los derechos de las personas, se han ido desarrollando varios principios 
de interpretación propios de los derechos fundamentales, nos expresa el profesor Aguilar Cavallo, 
y estos se aplicarían con independencia de si se encuentran reconocidos en un texto legal, en uno 
constitucional o en uno convencional. Esto último es lo que podría denominarse la regla de la au-
tonomía de los principios de interpretación de los derechos43.

Si bien los medios más apropiados para lograr la plena realización del contenido del derecho a la 
vivienda adecuada variarán inevitablemente de un Estado parte a otro, el Pacto claramente solicita 
que cada Estado parte tome todas las medidas que sean necesarias con ese fin. Esto requerirá casi 
invariablemente la adopción de una estrategia nacional de vivienda que, como lo afirma la Estrate-
gia Mundial de Vivienda en su párrafo 32, “define los objetivos para el desarrollo de condiciones 
de vivienda, determina los recursos disponibles para lograr dichos objetivos y busca la forma más 

42  Vid. artículo 71. 
43  Aguilar (2016), p. 15.
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efectiva de utilizar dichos recursos, en función del costo, además de lo cual establece las responsa-
bilidades y el calendario para la ejecución de las medidas necesarias”. 

Por razones de pertinencia y eficacia, así como para asegurar el respeto de los demás derechos 
humanos, tal estrategia deberá reflejar una consulta extensa con todas las personas afectadas y su 
participación, incluidos quienes no tienen hogar, los que están alojados inadecuadamente y sus re-
presentantes. Además, deben adoptarse medidas para asegurar la coordinación entre los ministerios 
y las autoridades regionales y locales con objeto de conciliar las políticas conexas (economía, agri-
cultura, medioambiente, energía, etc.) con las obligaciones dimanantes del artículo 11 del Pacto44.

La obligación de respetar le impone límite a los Estados al aplicar el contenido del derecho a una 
vivienda adecuada; este puede, y aún debe, desarrollar legislativamente los preceptos constitucionales, 
pero no puede hacerlo de tal forma que su reconocimiento se convierta en inoperante. Se trata de 
delimitar casuísticamente el significado constituido por rasgos que lo identifiquen y resguarden la 
dignidad humana como valor supremo de justicia e igualdad.

Los intereses colectivos que los Estados deben proteger atañen a la supervivencia del hombre, y 
son concurrentes para lograr un desarrollo económico y social sostenible con una extensión común 
a las generaciones presentes y futuras, donde actúan temas tan importantes como la lucha contra 
la pobreza, desigualdades, la paz, y una sociedad global inclusiva, igualitaria, justa, respetuosa y 
amante del planeta y los recursos naturales. Los fomentos de tales valores deben dirigirse a todos 
los niveles de la sociedad para alcanzar ese efecto universal y transformador.

Diversos autores han tratado el tema, lo que constituye vías de interpretación sobre este dere-
cho. En este sentido, Robert Alexy acuña el término “derechos a prestaciones en sentido estricto” 
para referirse a aquellos derechos sociales fundamentales que el individuo tiene frente al Estado, a 
algo que si este poseyera medios económicos suficientes y si encontrase en el mercado una oferta 
suficiente podría obtenerlo también de los particulares. Este autor divide entonces estos derechos 
en función de tres criterios: a) si confieren o no derechos subjetivos o normas que obligan al Es-
tado solo objetivamente; b) son normas vinculantes o no, es decir, su lesión podrá ser constatada 
por el Tribunal Constitucional o podrán ser enunciados programáticos; y c) las normas pueden 
fundamentar derechos y deberes definitivos o prima facie del Estado a otorgar prestaciones, sería la 
protección más débil. Finalmente, también apunta a que, en cuanto al contenido del derecho, debe 
distinguirse entre aquellos que contemplan un contenido mínimo (asegura un espacio vital y un 
status social mínimo) o máximo (realización plena de los derechos fundamentales)45.

44  Sexto periodo de sesiones. Observación General N.º 4 El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto), 
1991.
45  Alexy (2007), p. 482.
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Sostiene Pisarello que la idea de fondo es que sin el respeto de ese contenido mínimo el derecho 
en cuestión quedaría desnaturalizado, desfigurado, y resultaría, en último término, irreconocible 
e impracticable. En el caso del derecho a la vivienda, dicho umbral seguramente debería incluir la 
provisión a aquellos que no pudieran satisfacer el derecho a través del mercado, de algún tipo de 
alojamiento público simple, seguro y accesible de conformidad46.

Rodríguez Camarena47, por su parte, plantea que a la hora de configurar en la Constitución 
este derecho existen diversas opciones: 1) como una disposición programática, sin que tenga un 
carácter vinculante para el legislador y sin que los individuos tuvieran un derecho exigible juris-
diccionalmente; 2) como una fuente de normas de los fines del Estado (prescriben a este el deber 
de perseguir o alcanzar un determinado fin —por lo que no puede existir inactividad total—, pero 
no el camino y los medios, que deberían sin embargo respetar su contenido esencial); 3) como una 
fuente de deberes estatales objetivos (a pesar de que solo exista un sujeto pasivo —el legislador 
y la administración— y un objeto, puede derivarse la existencia de un mandato jurídico objetivo 
obligatorio sobre la consecución del fin, que prohíbe la inactividad legislativa o la supresión de las 
medidas ya adoptadas); 4) como un derecho definitivo, es decir, sería un derecho no restringible por 
el  legislador, con la inclusión de un sujeto activo al que se le otorgan derechos y pretensiones; a su 
vez, esta teoría distingue en derechos originarios —que se fundan  directamente en la Constitución 
y que contienen disposiciones vinculantes para el legislador, de manera que se atribuye al indivi-
duo el derecho subjetivo a obtener del legislador un grado mínimo de actividad legislativa y que la 
legislación establezca las condiciones idóneas para satisfacer el denominado mínimo existencial— y 
derivados —que se apoyan en una ley que desarrolla una disposición constitucional—; y 5) como un 
derecho prima facie (su enunciado concedería el derecho a todos los medios materiales necesarios 
para ejercer las libertades, los derechos políticos y para satisfacer las necesidades básicas de sus 
titulares, pero se admitirían restricciones legislativas por razones económicas o por otros derechos  
fundamentales atendiendo al principio de proporcionalidad, por lo que los derechos prima facie se 
contraponen a los derechos definitivos).

Otras posiciones doctrinales sobre el contenido del derecho a una vivienda adecuada sostienen 
que de ningún modo puede considerarse un derecho subjetivo, incluso que ni siquiera estamos 
ante la presencia de un derecho, y que se basa esencialmente en su ubicación sistemática en el 
texto constitucional, fuera de cualquier pretensión de exigibilidad judicial directa. Esta posición ha 
sido rechazada por la jurisprudencia reiterada, y también existen posiciones que la consideran un 
derecho “emergente”, como Tejedor Bielsa, para quien sin acción judicial “[…] no  hay derecho, no 
hay acción entendida como posibilidad de interponer una demanda para reclamar la declaración o 

46  Pisarello (2010), p. 106. 
47  Rodríguez (2014), pp. 57 y ss.
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defender un derecho sobre el derecho a la vivienda”48.

La configuración del contenido del derecho a la vivienda adecuada depende del Estado con su 
maquinaria funcional, su esencia circula por su alineación en la legislación atinente, es decir, el 
derecho del titular a través de su contenido. Por lo tanto, dicho derecho se considera sujeto a una 
realización progresiva. Sin embargo, obligaciones como la de no discriminar no están sometidas a 
una realización paulatina, si bien en determinados casos se debe garantizar para los sectores vulne-
rables, es decir, transita por las diversas formas de regulación que son interpretadas por el legisla-
dor que las desarrolla, dentro de los límites de la Constitución, a través de las políticas necesarias 
para facilitar el acceso y las vías a las tenencias; sin ello el interés jurídicamente protegido por este 
derecho quedaría vacío de contenido y despojado de sentido y protección. Justicia y certeza son, 
indudablemente, los dos valores principales perseguidos por el derecho49.

Interesante resulta la jurisprudencia acumulada al respecto. Así, por ejemplo, la  Corte Cons-
titucional de la República de Ecuador50 estableció que el derecho a la vivienda es eficaz y exigible 
ante cualquier juez o autoridad pública —superando de ese modo su configuración como principio 
programático– y obliga de esta forma al Estado a su reconocimiento, promoción  y protección, lo 
que significa, en la práctica, que “debe procurar, por todos los medios posibles, que todos tengan 
acceso a recursos habitacionales adecuados para su salud, bienestar y seguridad, recursos que deben 
ser consistentes con otros derechos fundamentales”, sin que la ausencia de recursos pueda alegarse 
como una excusa.

De esta forma, un derecho fundamental a la vivienda adecuada quedaría configurado como un 
derecho de prestación como lo es la tutela judicial efectiva o el derecho a la educación, y podría 
originar derechos subjetivos a favor de sus titulares51.

Una vivienda adecuada resulta fundamental para la supervivencia y para llevar una vida decente, 
en paz y con seguridad. Se trata de un derecho compuesto, cuya violación hace peligrar el derecho 
a un empleo (que se torna difícil de asegurar y mantener), que afecta el derecho a la salud física y 
mental, dificulta el derecho a la educación y menoscaba el derecho a la integridad física, a elegir 
residencia, a la privacidad o a la vida familiar. Un techo inadecuado e inseguro amenaza la calidad 
de vida de los individuos, atentando directamente contra su salud física y mental. En otras palabras, 
la violación del derecho a la vivienda niega la posibilidad de una vida digna52.

48  Tejedor (2010), p. 90.
49  Fejarroli (2022), p. 10.
50  Sentencia 026-10-SEP-CC
51  Peces Barba (2004), pp. 288 y ss.
52  [Disponible en: http://www.choike.org/nuevo/informes/1119.html]. [Fecha de consulta: 19 de mayo de 2022].
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De ahí la necesidad de la fundamentación del principio de cautela, que no solo se basa en los 
compromisos de protección a generaciones futuras, sino también deberes con generaciones presentes, 
en este sentido, deberes y obligaciones son dos especies de un género común. La vivienda no puede 
considerarse como un hecho aislado, sino que deberá enfocarse como un sistema que garantice 
una gestión urbana coherente con la necesaria interrelación entre las políticas sociales de vivienda, 
de planeamiento urbanística, constructiva y de producción de materiales, entre otras. Esa gestión 
integrada, ese enfoque sistémico y multidimensional, deberá combinar de manera equilibrada las 
tres dimensiones: económica, social y ambiental. Además, “será un proceso multidisciplinario y con 
multiplicidad de actores implicados”53. 

3. Conclusiones 

El contenido del derecho a la vivienda adecuada se organiza con carácter per se según la volun-
tad del Estado, teniendo en cuenta los límites de la Constitución, y su valor social, va dirigido a 
satisfacer la necesidad humana de disponer un lugar, sea propio o ajeno, entendido como garantía 
al nivel de vida adecuado, vista desde el respeto a la dignidad humana como la cultura de la segu-
ridad jurídica para vivir.

Para conseguir ciudades y comunidades sostenibles se hace necesario reforzar los marcos políti-
cos, jurídicos e institucionales, así como el apoyo financiero a nivel local, con una extensión común 
a las generaciones presentes y futuras para alcanzar de forma universal y transformador el derecho 
a la vivienda adecuada, con seguridad jurídica.

El reconocimiento constitucional del derecho a la vivienda adecuada constituye expresiones 
concretas de los valores y principios primordiales del orden democrático. Su correcta interpretación 
para su implementación contribuye a su protección efectiva e integral, e implica que se reconozca 
con seguridad jurídica un amplio catálogo de garantías; de ahí la expectativa razonablemente fun-
dada del ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder público en la aplicación del derecho.
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